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RESOLUCIÓN 

 En San Juan, Puerto Rico, a 23 de abril de 2021.  

Comparece la señora Brenda A. Sepulvado Ramos, por sí y 

en representación de Glam Pro Studio (Sra. Sepulvado Ramos), 

mediante petición de certiorari. Solicita que revisemos la 

Resolución emitida el 10 de febrero de 2021 y notificada el 24 de 

igual mes y año, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Camuy (TPI). Mediante el referido dictamen, el TPI declaró No Ha 

Lugar la moción de desestimación, presentada por la parte 

peticionaria.  

De conformidad con lo dispuesto en la Regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), este Tribunal puede prescindir de términos no 

jurisdiccionales y escritos, con el propósito de lograr su más justo 

y eficiente despacho.  En consideración a lo anterior, procedemos a 

disponer del presente recurso sin necesidad de ulterior trámite. 



 
 

 
KLCE202100475    

 

2 

-I- 

El 6 de junio de 2019, Microart, Inc., Luis Padró Salva, 

Lizmar Merced Rosario y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos, incoaron una demanda sobre difamación en 

contra de la Sra. Sepulvado Ramos, la Sra. Alexandra Ortiz y PR 

Masters.  Alegaron que son propietarios de Microart, Inc., 

compañía dedicada a proveer servicios estéticos tales como la 

micropigmentación.  Por otro lado, indicaron que la Sra. Sepulvado 

Ramos es propietaria de PR Masters, negocio que se dedica a 

ofrecer los mismos servicios de Microart, Inc. 

Manifestaron que para finales del 2016, la Sra. Sepulvado 

Ramos se matriculó en unos cursos de procedimientos estéticos 

organizados por Microart, Inc.  Asimismo, alegaron que para el 17 

de agosto de 2017, se percataron que la Sra. Sepulvado Ramos 

comenzó a publicar mensajes difamatorios contra los demandantes 

y el negocio de éstos en la red social “Facebook”, los cuales 

afectaron y continúan afectando su integridad personal, así como 

la de la compañía.  Señalaron que entre sus ataques y mensajes 

difamatorios, la Sra. Sepulvado Ramos publicó una fotografía que 

contenía la imagen de la hija menor de edad de los demandantes, 

sin su consentimiento previo. Indicaron que tan pronto se 

percataron de la publicación, cursaron una reclamación 

extrajudicial fechada el 25 de agosto de 2017, en la cual solicitaron 

a la parte demandada el cese y desista de llevar a cabo tales 

comunicaciones dirigidas a difamar, desacreditar y causarles 

daños.  Sostuvieron, sin embargo, que la Sra. Sepulvado Ramos 

continuó publicando comunicaciones denigratorias y sin 

justificación ni prueba dirigidas a desacreditar su labor.  En 

específico, alegaron que ésta publicó un segundo video de 50 

minutos de duración en la página oficial de su negocio, PR 

Masters/Glam Pro Studio, mediante el cual tildó de fraudulentos 
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los servicios que éstos proveen sobre los cursos de 

micropigmentación que ofrece Microart, Inc. Asimismo, 

manifestaron que la Sra. Sepulvado Ramos contrató y remuneró a 

la Sra. Alexandra Ortiz para que prestara falso testimonio sobre un 

curso brindado por Microart, Inc., del cual participó.  Sostuvieron 

que a consecuencia de la publicación del video, la matrícula de los 

cursos ofrecidos por Microart, Inc., se ha visto reducida 

considerablemente, provocándole pérdidas de ingreso.  Agregaron 

que, “las co-demandadas actuaron y continúan actuando 

negligentemente al conocer la falsedad de sus alegaciones y con 

grave menosprecio a sabiendas que la información es falsa, por lo 

que responde por daños y perjuicios a los DEMANDANTES”.  Ante 

ello, solicitaron una indemnización por $250,000.000 más las 

costas y honorarios de abogado.  

Luego de algunos trámites procesales, el 14 de septiembre de 

2020, la Sra. Sepulvado Ramos presentó su alegación responsiva 

en la cual negó la gran mayoría de las alegaciones de la demanda.  

Como parte de sus defensas afirmativas, sostuvo que la demanda 

no exponía una reclamación que ameritara la concesión de un 

remedio, prescripción y cosa juzgada.  

En igual fecha, la parte peticionaria presentó una escueta 

“Moción en Solicitud de Desestimación en Virtud de la Regla 10.2 

de Procedimiento Civil”, la cual consiste de una página y unas 

pocas líneas adicionales.  Reiteró que la demanda dejaba de 

exponer una reclamación que justificara la concesión de un 

remedio.  Sostuvo, además, que la reclamación se encontraba 

prescrita de conformidad con las fechas contenidas en las 

aseveraciones alegadas por la parte demandante.  Por último, 

expuso que la reclamación constituía cosa juzgada, en vista de que 

las alegaciones fueron presentadas en una petición de orden de 
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protección presentada por la parte demandante, la cual fue 

denegada.  

Por otro lado, el 30 de noviembre de 2020, la parte 

demandante presentó una “Réplica a Moción en Solicitud de 

Desestimación en Virtud de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil”.  

En resumidas cuentas, sostuvo que la moción de desestimación no 

cumplía con la normativa vigente respecto a la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, por lo cual la misma 

debía denegarse de plano. 

Así las cosas, el 24 de febrero de 2021, el TPI notificó la 

Resolución recurrida mediante la cual, luego de analizar los 

hechos bien alegados en la demanda y considerarlos de la manera 

más favorable para la parte demandante, declaró No Ha Lugar la 

moción de desestimación presentada por la Sra. Sepulvado Ramos.   

Insatisfecha, el 11 de marzo de 2021, la parte peticionaria 

presentó una moción de reconsideración.  La referida solicitud fue 

denegada por el TPI mediante Resolución emitida el 15 de marzo 

de 2021 y notificada el 18 de igual mes y año.     

Aún inconforme con la determinación, el 19 de abril de 

2021, la Sra. Sepulvado Ramos compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante petición de certiorari y le imputó al TPI la 

comisión de los siguientes errores:  

Primer error: Erró el Honorable Tribunal de Instancia al 
dar por cierta y bien alegada, la alegación número 29 
de la demanda, en la cual se alega que “las co-
demandadas actuaron, y continúan actuando 
negligentemente al conocer la falsedad de sus 
alegaciones y actuaron y continúan actuando con 
malicia real”.   
 
Segundo error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que para esta etapa de los 
procesos la acción no se encuentra prescrita.    
 
Tercer error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al declarar No Ha Lugar la solicitud de la 
Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, sin evaluar en 
sus méritos, la totalidad de las defensas y/o 
alegaciones de la Parte Co-demandada- Peticionaria, en 
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la cuál se basó la referida solicitud, incluyendo pero sin 
limitarse a, la falta de jurisdicción; que la demanda 
deja de exponer una reclamación que justifica la 
concesión de un remedio en derecho; y que la Parte 
demandante no ha demostrado tener derecho a remedio 
alguno bajo los hechos alegados en la demanda.     
 

-II- 

-A- 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

10.2, establece que toda defensa de hechos o de derecho contra 

una reclamación se expondrá en la alegación responsiva. No 

obstante, a opción de la parte, las siguientes defensas pueden 

hacerse mediante moción independiente debidamente 

fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) falta 

de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia del 

emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio, y (6) dejar de acumular una 

parte indispensable. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que ante 

una moción de desestimación, el foro primario tiene que tomar 

como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda y 

considerarlos de la manera más favorable a la parte demandante. 

Colón Rivera et al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1049 (2013); El Día, Inc. 

v. Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811, 821 (2013).  Por lo tanto, se 

debe conceder la desestimación cuando existan circunstancias que 

permitan a los tribunales determinar que la demanda carece de 

todo tipo de méritos o que la parte demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que puedan ser 

probados en apoyo de su reclamación.  Ortiz Matías et al. v. Mora 

Development, 187 DPR 649, 652 (2013). 

Como expusimos, uno de los fundamentos para solicitar la 

desestimación de la demanda es cuando ésta no exponga “una 
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reclamación que justifique la concesión de un remedio”. Regla 

10.2(5) de Procedimiento Civil, supra.  Ante este planteamiento, no 

se deberá desestimar la demanda a menos que surja con toda 

seguridad que, sin importar los hechos que pudiese probar, la 

parte demandante no merece remedio alguno. Colón v. Lotería, 167 

DPR 625, 649 (2006); Dorante v. Wrangler, 145 DPR 408, 414 

(1998).   En ese sentido, el tribunal deberá “considerar si a la luz 

de la situación más favorable al demandante, y resolviendo toda 

duda a favor de éste, la demanda es suficiente para constituir una 

reclamación válida.” Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 

DPR 497, 505 (1994). 

-B- 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior.  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 90-

92 (2001). Para poder ejercer sabiamente nuestra facultad 

discrecional en la consideración de los asuntos planteados 

mediante dicho recurso, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 
y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración. 
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

  
El Tribunal de Apelaciones solo intervendrá en el ejercicio de 

la discreción del Tribunal de Primera Instancia en aquellas 

situaciones en que se demuestre que este último: (1) actuó con 

prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en un craso abuso de 

discreción o (3) se equivocó en interpretar o aplicar cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo.  Rivera y otros v. Bco. 

Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).  

-III- 

La Sra. Sepulvado Ramos plantea, en síntesis, que el TPI 

erró al no desestimar la reclamación en su contra a pesar de que, a 

su entender, la misma no justifica la concesión de un remedio. 

Sostiene que la parte recurrida no asevera de forma adecuada en 

su demanda alegaciones concretas y específicas que evidencien los 

hechos en que basa su reclamación de una manera concluyente.  

En particular, aduce que las alegaciones no están debidamente 

detalladas ni contienen una fecha cierta que permita computar el 

término prescriptivo aplicable, lo que la coloca en un estado de 

indefensión.  Además, afirma que en las alegaciones no se 

estableció una comunicación extrajudicial válida que 

interrumpiera el término prescriptivo en relación a los alegados 

hechos difamatorios que datan del 17 de agosto de 2017.  Ante 

ello, colige que no existe base legal alguna que justifique la 

concesión de un remedio en su contra.    

Según adelantamos, la reclamación en contra de la Sra. 

Sepulvado Ramos gira en torno a las alegadas publicaciones 

dirigidas a difamar la reputación de los demandantes.  En el 

dictamen recurrido, el TPI hizo mención que constaba de la 
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demanda que desde el 17 de agosto de 2017, los demandantes se 

percataron que la Sra. Sepulvado Ramos “comenzó a publicar 

comunicaciones y mensajes difamatorios contra los demandantes y 

del negocio de éstos en las redes sociales (“Facebook”), los cuales 

afectaron y continúan afectando, la integridad personal y la de 

MICROART”.1 Acto seguido, se alegó que los demandantes le 

cursaron a la demandada una reclamación extrajudicial fechada el 

25 de agosto de 2017, mediante la cual solicitaron el cese y desista 

de llevar a cabo las alegadas acciones difamatorias.2 Ante ello, el 

foro primario razonó que los demandantes tenían hasta el 25 de 

agosto de 2018, para ejercer su causa de acción.  No obstante, el 

foro primario hizo constar que más adelante en la demanda se 

mencionó que “las co-demandadas actuaron, y continúan 

actuando negligentemente al conocer la falsedad de sus 

alegaciones y actuaron y continúan actuando con malicia real al 

realizar la misma con conocimiento de su falsedad y con grave 

menosprecio a sabiendas que la información es falsa, por lo que 

responde por daños y perjuicios a los DEMANDANTES”.3  (Énfasis 

nuestro).  Así, al tomar ese hecho como cierto, el TPI concluyó que 

la Sra. Sepulvado Ramos ha continuado difamando a la parte 

demandante.  Por lo cual, en esta etapa de los procedimientos, a 

su juicio, no procede la defensa de prescripción.     

En ese sentido, luego de analizar las alegaciones fácticas de 

la demanda en contra de la Sra. Sepulvado Ramos, de la manera 

más favorable para la parte recurrida de conformidad con la 

jurisprudencia interpretativa de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, supra, nos parece razonable que el TPI denegara la moción de 

desestimación en este momento.  En vista de que la parte 

peticionaria no ha demostrado que el TPI actuara contrario a 

 
1 Véase, Ap. I, pág. 27. (Alegación Núm. 11 de la demanda).  
2 Véase, Ap. I, págs. 27-28. (Alegación Núm. 15 de la demanda). 
3 Véase, Ap. I, pág. 29. (Alegación Núm. 29 de la demanda). 
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derecho o abusado de su discreción, nos corresponde abstenernos 

de intervenir con el dictamen recurrido. 

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto de 

certiorari solicitado por la señora Brenda A. Sepulvado Ramos. 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 40.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
                                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 


